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PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN CONSTITUCIONAL PARA EL CUMPLIMIENTO DE UNA SENTENCIA. Si bien  la acción de tutela no es el mecanismo idóneo para lograr la satisfacción de un derecho reconocido a través de una decisión judicial, pues para ello está previsto el proceso ejecutivo, el hecho de que la parte actora haya agotado todos los trámites procesales idóneos para lograr el pago de la pensión de jubilación ordenada por el juez administrativo, sin obtener la satisfacción del derecho, permite la valida intervención del operador judicial revestido de funciones constitucionales, en orden a procurar una respuesta definitiva y de fondo frente a la solicitud elevada por la tutelante, que tiene como finalidad el efectivo cumplimiento de la orden judicial.  

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintisiete de septiembre de dos mil trece

Acta N° 0    del 27 de septiembre de 2013

Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la ACCION DE TUTELA presentada por la señora MARINA TABARES MARÍN contra la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL MUNICIPIO DE DOSQUEBRADAS Y LA FIDUPREVISORA S.A. 
ANTECEDENTES
La señora Marina Tabares Marín Interpuso acción de tutela con el propósito de que le sean protegidos sus derechos fundamentales de petición, debido proceso y derechos adquiridos y como consecuencia de ello, solicita que se ordene al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y a la Secretaría de Educación Municipal de Dosquebradas dar cumplimiento a la providencia del 13 de abril de 2011 proferida por el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de Pereira y en especial  a la Resolución N° 763 de 21 de mayo 2013. 
Adicionalmente, reclama se inste a la Fiduciaria La Previsora S.A. impartir aprobación para el cumplimiento y pago de esas providencias ó, que suministre información respecto del trámite y, en caso de negarse manifieste el fundamento legal para ello e indique cual es procedimiento que debe adelantar para lograr la satisfacción de su derecho pensional.
Fundamenta sus peticiones en que, mediante la resolución N° 763 del 21 de mayo de 2013, la Secretaría Municipal de Dosquebradas, dispuso dar cumplimiento al mandamiento de pago efectuado por el Juzgado Tercero Administrativo, en auto del 13 de abril de 2011 a la Nación –Mineducación- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio; que dicho mandamiento tuvo como título ejecutivo la sentencia proferida por ese despacho el 28 de mayo de 2008, confirmada por el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda en sentencia del 16 de enero de 2009, a través de la cual le fue reconocida la pensión de  jubilación.
En dicho acto administrativo se indica que el pago de la prestación se efectuará a través de la Fiduciaria la Previsora S.A., pero ésta entidad, luego de ser requerida por la tutelante, indicó que no había impartido aprobación a la citada resolución, por tanto el pago resultaba improcedente.
Manifiesta que la entidad no le ha brindado una respuesta de fondo y sólo telefónicamente ha informado su renuencia al pago, por lo que han quedado agotados todos los medios ordinarios y ejecutivos procedentes para reclamar su derecho.

TRAMITE IMPARTIDO

Luego de admitida la acción de tutela en esta Sede, se concedió a las partes accionadas el término de dos días para que se vinculara a la litis.

Dentro de ese término, la Secretaría de Educación Municipal de Dosquebradas, manifestó que sus funciones se limitan a recibir solicitudes de los docentes y proyectar los respectivos actos administrativos, para la respectiva revisión y aprobación del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, correspondiéndole a ésa entidad aprobar las reclamaciones en materia de prestaciones sociales de los docentes. Es decir, si bien a la Secretaría de Educación le corresponde tramitar el pago de la cuenta de cobro solicitada, es al Fondo de Prestaciones Sociales, por intermedio de la Fiduprevisora, la encargada de impartir la aprobación para proceder al pago.
Por su parte, el Ministerio de Educación Nacional, manifestó que es la Fiduciaria La Previsora S.A. la entidad que participa en el trámite para el reconocimiento de las prestaciones dando el visto bueno previo a dicho acto y asignando el presupuesto para el pago de prestaciones de esa naturaleza, ejerciendo competencia en conjunto con las oficinas regionales del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Por lo tanto, solicita que en virtud del contrato de fiducia mercantil celebrado con el Ministerio de Educación Nacional y la Fiduprevisora, se le desvincule de la acción de tutela incoada por la accionante.

CONSIDERACIONES

PROBLEMA JURÍDICO

¿La falta de respuesta por parte de las accionadas a la solicitud elevada por el tutelante, vulnera su derecho fundamental de petición?

1. DERECHO DE PETICIÓN

El artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

Al respecto debe reiterarse que el derecho de petición, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, que señala: 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución.

El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”.

A su vez el artículo 9º del Código Contencioso Administrativo, indica que:

“Toda persona podrá presentar peticiones en interés particular”.

También ha dispuesto el compendio normativo antes referido, en su artículo 6º  que el término para resolver las peticiones es de “quince (15) días siguientes a la fecha de su recibo. Cuando no fuere posible resolver o contestar la petición en dicho plazo, se deberá informar así al interesado, expresando los motivos de la demora y señalando a la vez la fecha en que se resolverá o dará respuesta”.

2. TRÁMITE DE APROBACIÓN LAS SOLICITUDES PARA EL RECONOCIMIENTO DE PRESTACIONES RECONOZCA LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN
El artículo 4 del Decreto 2831 de 2005, establece que: “El proyecto de acto administrativo de reconocimiento de prestaciones que elabore la secretaría de educación, o la entidad que haga sus veces, de la entidad territorial certificada a cuya planta docente pertenezca o haya pertenecido el solicitante, será remitido a la sociedad fiduciaria que se encargue del manejo de los recursos del Fondo para su aprobación.

Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes al recibo del proyecto de resolución, la sociedad fiduciaria deberá impartir su aprobación o indicar de manera precisa las razones de su decisión de no hacerlo, e informar de ello a la respectiva secretaría de educación”. 
De igual forma el artículo 5 ibídem establece que, “Aprobado el proyecto de resolución por la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo, deberá ser suscrito por el secretario de educación del ente territorial certificado y notificado en los términos y con las formalidades y efectos previstos en la ley”.
3. CASO CONCRETO
En el presente caso quedó demostrado que, mediante la providencia del 13 de abril de 2011, el Juzgado Tercero Administrativo de este circuito libró mandamiento de pago en contra de La Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio y a favor de la señora Marina Tabares Marín –fl.23- y que en dicho trámite ejecutivo se encuentra aprobado el crédito,  las costas y agencias en derecho –fl 35-.
De igual forma, se evidencia que la Secretaría de Educación Municipal de Dosquebradas, profirió el proyecto la  Resolución N° 746 de 14 de mayo de 2013, a través de la cual acata la orden judicial impartida el Juzgado Tercero Administrativo de Pereira y reconoce las obligaciones derivadas de la ejecución iniciada por la actora –fls 11 y 12-
Tampoco entra en discusión que ésta dependencia, luego de expedir dicho acto administrativo, el 16 de julio de 2013 envió a la Fiduciaria la Previsora el expediente, con el fin de que la entidad lo aprobara –fl. 52-, no obstante no recibió respuesta alguna por parte de esa entidad, cuando según lo expuesto en la parte considerativa era su deber legal pronunciarse respecto de la decisión dentro de los 15 días hábiles siguientes a su recibo.
De acuerdo a lo anterior, si bien  la acción de tutela no es el mecanismo idóneo para lograr la satisfacción de un derecho reconocido a través de una decisión judicial, pues para ello está previsto el proceso ejecutivo, el hecho de que la parte actora haya agotado todos los trámites procesales idóneos para lograr el pago de la pensión de jubilación ordenada por el juez administrativo, sin obtener la satisfacción del derecho, permite la valida intervención del operador judicial revestido de funciones constitucionales, en orden a procurar una respuesta definitiva y de fondo frente a la solicitud elevada por la tutelante, que tiene como finalidad el efectivo cumplimiento de la orden judicial.  

En el anterior orden de ideas, encuentra la Sala que la Fiduciaria la Previsora S.A.  ha vulnerado el derecho fundamental de petición de la señora Marina Tabares Marín, pues ha omitido la obligación legal de dar respuesta a la aprobación del proyecto de resolución enviada por Secretaría de Educación Municipal de Dosquebradas o en su defecto,  de exponer los motivos por los cuales considera no debe ser aprobado el mismo.
Es por lo anterior que se ordenará a la Fiduciaria La Previsora S.A. que en el término de cuarenta y ocho (48) horas,  contadas a partir del día siguiente en que se surta la notificación de la presente providencia, proceda a decidir sobre la aprobación del proyecto de resolución remitida por la Secretaría de Educación Municipal de Dosquebradas el día 16 de julio de 2013, conforme a lo dispuesto en el artículo 4 y 5 del Decreto 2831 de 2005.  En el evento de no ser aprobada deberá, en igual término informar los motivos de esa decisión.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 
RESUELVE
PRIMERO: AMPARAR la protección solicitada por la señora MARINA TABARES MARÍN respecto al derecho fundamental de petición.

SEGUNDO: ORDENAR a la Fiduciaria La Previsora S.A. que en el término de cuarenta y ocho (48) horas,  contadas a partir del día siguiente en que se surta la notificación de la presente providencia, proceda a decidir sobre la aprobación del proyecto de resolución remitida por la Secretaría de Educación Municipal de Dosquebradas el día 16 de julio de 2013, conforme a lo dispuesto por los artículos 4º y 5º del Decreto 2831 de 2005.  En el evento de no ser aprobada deberá, en igual término informar los motivos de esa decisión.
TERCERO: NOTIFICAR esta sentencia a las partes, comunicándoles que cuentan con el término de tres días hábiles para impugnar la decisión. 

CUARTO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES               ANA LUCIA CAICEDO CALDERÓN               
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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